[image: image1.jpg]Ca’mara Je :bipul‘aJo:s Je /a /9 rovincia c!e Sam‘a ;Ze




PROYECTO  DE  COMUNICACIÓN

PEDIDO DE INFORME

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Salud informe sobre las siguientes cuestiones:

· ¿Qué curso dio a las recomendaciones que la Defensoría del Pueblo de la Provincia hizo a dicho ministerio en la resolución nº 713 del 3 de octubre del 2003, referido a derechos que se estaban vulnerando con respecto al trato inadecuado y violatorio de derechos establecidos por la Normativa Internacional de Derechos Humanos, que recibían las mujeres que asistían a los Servicios de Ginecología y Obstetricia de los hospitales públicos de la provincia?

Señor Presidente:

La Conferencia Mundial de DDHH llevada a cabo en Viena en junio de 1993, sostiene que:       “ todos lo DDHH son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí” , por lo que todos hombres, mujeres, niños, deben ser tratados en pie de igualdad más allá de sistemas políticos, económicos y culturales”.

El Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer (PIDESC), señala que los estados deben adoptar las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica, a fin de garantizar el acceso a los servicios de salud, en igualdad de condiciones, tanto a varones como a mujeres. En relación con el embarazo, parto y puerperio se debe asegurar servicios apropiados a tales fines.


En nuestro país, la entrada en vigencia de la ley  nº 25.673, a nivel nacional, así como la ley nº 11.888, a nivel provincial, que crean el Programa de Procreación Responsable, establecen entre sus objetivos principales promover la maternidad y paternidad responsable a través de la planificación familiar, garantizar a la población el acceso a la información sobre métodos de control de la fertilidad, asegurando la oportunidad de elegir tanto para unos como para otros. Es importante señalar que, con relación al uso de los servicios de salud reproductiva de los hospitales, la población específica que concurre a ellos es femenina; la existencia de prácticas naturalizadas y discriminatorias en razón del sexo deben ser abolidas teniendo en consideración el ejercicio de la medicina sobre bases igualitarias de los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional. La violación de los derechos humanos de las mujeres responden a circunstancias de índole cultural, social, económica, de raza, etc. La trama que envuelve la prestación de los servicios públicos en salud, el colapso del sistema sanitario, la falta de una política seria en materia de salud, la concentración de la asistencia en los hospitales públicos generan situaciones de violencia que atraviesan a todos los sujetos, ya sea que demanden asistencia o que la brinden. Pero también es cierto que no se puede amparar o justificar una violencia por la existencia de otra.

Es necesario modificar a rajatabla el sistema de salud de atención a mujeres, fundamentalmente de aquellas que se encuentran en situación de pobreza y exclusión.

